
Santiago, treinta de agosto de dos mil diecinueve.

Vistos y considerando: 

I. En cuanto al recurso de casación en la forma interpuesto por 

la parte demandada:

1) Que la  parte  demandada,  el  Servicio  de  Salud Metropolitano 

Occidente, ha interpuesto en primer otrosí  de su presentación recurso de 

casación en la forma contra la sentencia dictada el 19 de julio de 2018 por el 

1°  Juzgado  Civil  de  Santiago,  la  cual  provocó  perjuicio  a  su  parte  al 

condenarla al pago de una suma indemnizatoria en favor de los demandantes 

de $30.000.000, “monto excesivo para una institución de salud cuya deuda se 

abulta día a día”. Funda dicho recurso en la causal de casación en la forma 

contenida en el artículo 768 N°5 en relación a los numerales 3° y 4° del 

artículo 170, todos del Código de Procedimiento Civil. 

2) Que,  en  cuanto  a  la  motivación  referente  al  numeral  3°  del 

artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, esto es, “La igual enunciación 

de  las  excepciones  o  defensas  alegadas  por  el  demandado”,  alega  el 

recurrente que el  fallo  recurrido no realizó una adecuada enunciación de 

todas las defensas efectuadas por su parte, citando a modo de ejemplo, la 

falta  de  pronunciamiento  respecto  de  lo  mencionado  en  (i)  escrito  de 

observaciones  a  la  prueba;  (ii)  escrito  de  observaciones  a  la  audiencia 

testimonial  del  Sr.  Carlos  Romero  Encina;  y  (iii)  las  justificaciones  y 

alegaciones en virtud de las cuales su parte negó que la cirugía realizada al 

menor Maximiliano Gutiérrez Bello haya sido tardía. 

3) Que,  en  cuanto  a  la  motivación  referente  al  numeral  4°  del 

artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, esto es, “Las consideraciones 

de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia”,  indica, 

genéricamente  y  sin  especificidad,  que  la  sentencia  ha  obviado  e 

invisibilizado las consideraciones de hecho y derecho por su parte expuestas, 

toda vez que ha considerado -a su juicio- únicamente un medio de prueba 

para  resolver  el  conflicto,  negando  valor  al  resto  de  material  probatorio 

aportado en autos.

4) Concluye señalando que la desatención de las alegaciones de su 

parte así  como los antecedentes de hecho aportados al  proceso fue una 

circunstancia que influyó sustancialmente en lo dispositivo del fallo, toda vez 
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que  habrían  otros  antecedentes  que  contradicen  la  prueba  considerada, 

cuestión que la sentencia recurrida no advierte. 

5) Que, el artículo 770 del Código de Procedimiento Civil permite 

interponer en forma conjunta el recurso de apelación y casación en la forma, 

mientras que el artículo 798 del mismo Código dispone que el recurso de 

casación  en  la  forma  contra  la  sentencia  de  primera  instancia  se  verá 

conjuntamente con la apelación, debiendo dictarse una sola sentencia para 

fallar la apelación y desechar la casación en la forma. Agrega que, cuando se 

dé lugar a este último recurso, se tendrá como no interpuesto el primero.

6) Que, atendido el tenor de las disposiciones mencionadas, si bien 

el recurso de casación en la forma se interpone conjuntamente con el recurso 

de apelación, éste tiene el carácter de subsidiario respecto de aquel. Por lo 

anterior, resulta pertinente interponer, en lo principal, recurso de casación en 

la  forma  y,  en  el  otrosí,  recurso  de  apelación,  pues  de  esa  manera  la 

Magistratura ante la cual se recurra analizará, en primer lugar, los vicios de 

forma de que adolezca la sentencia y, en segundo lugar, de ser rechazados 

dichos vicios, los alegatos de fondo respecto a la misma.

7) Que, según se lee del escrito presentado por la recurrente de 

casación en la forma, este recurso se interpuso en primer otrosí, obligando a 

esta  Magistratura  a  pronunciarse  respecto  de  aquel  después  de  dar  su 

parecer  respecto  de  la  apelación,  cuestión  que  no  resulta  lógica  por  lo 

mencionado previamente (en ese sentido, véase ICA Concepción, Rol  N° 

2089-2005, de 17 de noviembre de 2005, considerandos cuarto y quinto). 

8) Sin perjuicio de lo anterior, esta Corte es del parecer de rechazar 

el recurso de nulidad planteado por carecer de la aptitud necesaria para ser 

acogido,  toda  vez  que  los  presuntos vicios  han sido  denunciados  sin  la 

idoneidad y especificidad que un recurso de derecho estricto exige. 

9) En efecto, en cuanto a lo primero, el recurrente denuncia la falta 

de pronunciamiento respecto de las defensas contenidas en sus escritos de 

observaciones a la prueba y de observación a audiencia testimonial, ambos 

antecedentes  que  evidentemente  no  están  destinados  a  contener  las 

excepciones o defensas del demandado y, en ese sentido, son inidóneas. 

10) En cuanto a lo segundo, el recurrente denuncia que la sentencia 

recurrida no consideró las justificaciones y alegaciones en virtud de las cuales 

su parte negó que la cirugía realizada al menor Maximiliano Gutiérrez Bello 
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haya sido tardía y tampoco las consideraciones de hecho o de derecho que 

sirven  de  fundamento  a  la  misma,  sin  indicar  en  modo alguno cuál  fue 

específicamente  la  justificación,  defensa,  consideración  de  hecho  o  de 

derecho por su parte esgrimía y que no fue recogida en la sentencia. 

Sobre este particular, la doctrina ha señalado a propósito del requisito 

referente a mencionar determinada y expresamente el vicio o defecto en que 

se funda el recurso, que “Nuestros tribunales han estimado que no cumple  

con este requisito el escrito de formalización que señala la causal que se  

invoca en forma hipotética, suponiendo vicios que no existen;  ni tampoco 

aquél que la señala en forma genérica, como si se dijera que se ha  

omitido un trámite  esencial  sin  indicarlo,  o que la  sentencia  no ha  

fallado  el  asunto  controvertido,  sin  señalar  cual  es  la  acción  o  

excepción  que  ha  dejado  de  fallarse”  (Cristián  Maturana  Miquel,  Los 

Recursos del Código de Procedimiento Civil en la doctrina y jurisprudencia, 

Tomo I, Editorial Thomson Reuters, 2015, p. 549).

11) Que, a mayor abundamiento, no debe obviarse que toda nulidad 

requiere  necesariamente  que  el  vicio  denunciado  genere  un  perjuicio 

reparable solamente en virtud de la misma, conforme a lo dispuesto en el 

inciso penúltimo del  artículo 768 del  Código de Procedimiento Civil.  Pues 

bien,  de  la  sola  lectura  del  escrito  presentado  por  la  parte  recurrente 

contentivo de sus recursos de apelación y casación, se desprende que los 

vicios denunciados en el primero también fueron considerados en el segundo, 

en particular, en lo referente a la consideración de las alegaciones, defensas 

o  excepciones  esgrimidas  en  primera  instancia,  por  lo  cual  conviene 

desestimar el  recurso de casación atendido que no es la  única vía para 

hacerse cargo de los supuestos vicios.

12) En consecuencia, de acuerdo a lo señalado precedentemente, 

sumado a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 768 del Código de 

Procedimiento Civil, esta Corte rechazará en lo resolutivo de esta sentencia el 

recurso de casación intentado por la demandada. 

II. En cuanto al recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada:

13) Que  la  parte  recurrente  ha  fundado  la  apelación  intentada 

señalando escuetamente (tan solo en una página), sin citar norma (salvo una 

referencia  genérica  al  artículo  189  del  Código  de  Procedimiento  Civil  a 
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efectos  de  sustentar  una  interposición  dentro  de  plazo),  doctrina  o 

jurisprudencia alguna en su favor, que la sentencia en alzada no contendría 

un examen conjunto de la prueba rendida en autos, centrando su atención 

únicamente en un informe pericial solicitado por la parte demandante. Agrega 

la recurrente que la sentencia tampoco haría referencia a las alegaciones y 

excepciones efectuadas por su parte. 

14) Esta Corte no comparte los argumentos de la apelación intentada 

por las consideraciones que a continuación se exponen. 

15) En cuanto al primer fundamento, (i) porque sus alegaciones son 

contradictorias. En efecto, en el numeral tercero de su recurso menciona que 

el considerando Décimo Cuarto de la sentencia recurrida “supuestamente” 

realiza un examen conjunto de la prueba rendida, y luego, en el numeral 

quinto de su recurso, menciona que “el fallo recurrido mantiene un breve 

análisis  de  los  principales  medios  probatorios  acompañados  por  ambas 

partes”, agregando acto seguido que “no efectúa un análisis exhaustivo de la 

prueba presentada” por su parte. 

En definitiva, no queda claro si el recurrente alega una total o parcial 

falta de análisis probatorio, obligando a esta Corte a intuir que, en realidad, 

únicamente no está  de  acuerdo con el  análisis  efectuado de los  medios 

probatorios  que  permitieron  arribar  a  la  conclusión  del  fallo  recurrido, 

solicitando otro análisis completo y totalmente nuevo de esta Corte;  y (ii) 

porque no indica cuál habría sido el medio probatorio específico aportado por 

su parte y desatendido en la sentencia recurrida a tal punto que habría, por 

ese solo hecho, rechazado la demanda interpuesta.

16) En cuanto al segundo fundamento, porque -siguiendo la lógica 

precitada- tampoco indica cuál fue específicamente la alegación o excepción 

efectuada por su parte que no fue considerada por la sentencia recurrida.  

17) En  línea  con  lo  anterior,  conviene  señalar  que,  al  tenor  del 

artículo  189  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  recurso  de  apelación 

“deberá contener los fundamentos de hecho y de derechos en que se apoya  

y las peticiones concretas que se formulan”. 

18) En cuanto a lo primero, esto es, los fundamentos de hecho y 

derecho,  ya  se  ha  mencionado  que  el  recurrente  escuetamente  realiza 

alegaciones genéricas sin  fundar  infracción a  norma alguna o  considerar 

doctrina o jurisprudencia sobre la materia. 
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Sobre el particular, la doctrina más autorizada ha señalado que “b) La 

apelación debe contener los fundamentos de hecho y de derecho en la cual  

se apoya. La cual según Maturana debe efectuarse someramente, apoyando 

con  motivos  y  razones  eficaces,  indicándose  los  agravios  que  se  

causa al apelante y como se los obviaría con una resolución diferente” 

(Cristián Maturana Miquel, Los Recursos del Código de Procedimiento Civil 

en la doctrina y jurisprudencia, Tomo I, Editorial Thomson Reuters, 2015, p. 

178).

19) En cuanto a lo segundo, esto es, las peticiones concretas que se 

formulan,  amerita  señalar  que  el  recurrente  se  limitó  a  solicitar  que  se 

“enmiende el fallo recurrido conforme a derecho y resuelva concretamente la  

revocación de éste en cuanto dispuso la existencia de falta de servicio en la  

atención clínica del menor Maximiliano Gutiérrez Bello”, petición concreta a 

todas luces insuficiente pues no indica en qué sentido debiera pronunciarse la 

sentencia  que  enmiende  el  fallo  recurrido  de  acogerse  su  recurso, 

intuyéndose que debiera señalar que no existió falta de servicio. 

También sobre el particular, la doctrina antes mencionada enseña que 

“Un escrito  de apelación contiene peticiones concretas,  precisas y  claras 

cuando el apelante indica al tribunal de alzada en qué sentido debe hacer la  

modificación y cuál es la resolución que se solicita se dicte en reemplazo de  

la de primera instancia.  Por consiguiente,  un escrito de apelación no  

contendrá peticiones concretas si el apelante se limita a decir que se  

revoque  la  resolución  apelada  en  cierta  parte,  sin  expresar  la  

declaración que se persigue en sustitución. Para Maturana, lo importante 

es que no basta la simple solicitud de revocación, sino que siempre hay que  

agregar la consecuencia que para el apelante debe desprenderse de dicha 

revocación. Es decir, no basta la solicitud de revocación, sin que se indique  

cómo debe revocarse” (Cristián Maturana Miquel, Los Recursos del Código 

de  Procedimiento  Civil  en  la  doctrina  y  jurisprudencia,  Tomo  I,  Editorial 

Thomson Reuters, 2015, p. 180 y siguientes).

20) A  mayor  abundamiento,  la  Excelentísima  Corte  Suprema  ha 

señalado que la inclusión correcta de peticiones concretas tiene por finalidad 

delimitar la  competencia del  tribunal de alzada y asegurar el  principio de 

bilateralidad  de  la  audiencia,  permitiendo  a  la  contraparte  conocer 

oportunamente las pretensiones de la contraria (véase ECS, Rol N° 9372-
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2009, de 4 de mayo de 2011, considerando quinto). Desde luego, ninguna de 

dichas finalidades se cumple al tenor de la petición del recurrente.

21) Que así las cosas, y por los motivos antes expuestos, esta Corte 

rechazará  los  argumentos  expuestos  en  la  apelación  intentado  por  la 

demandada. 

III. En cuanto al recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante:

22) Que, según se deprende del recurso de apelación intentado,  la 

parte demandante únicamente discrepa del contenido del fallo recurrido 

en lo que atañe al monto de la indemnización concedida en favor de doña 

Jocelyn del Carmen Bello Lara, por la suma de $10.000.000; y Maximiliano 

Gutiérrez  Bello,  por  la  suma de $20.000.000,  solicitando específicamente 

como  petición  concreta,  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida, 

enmendando únicamente las sumas precitadas, elevándolas a $100.000.000, 

en el primero caso, y a $200.000.000 en el segundo caso, o a lo que esta 

Corte  estime  privativamente,  declarando,  asimismo,  que  los  montos  se 

reajusten conforme a la  variación del  Índice de Precios al  Consumidor a 

contar de la fecha de interposición del recurso y que devenguen intereses 

corrientes desde que la presente sentencia quede ejecutoriada y hasta el 

pago efectivo. 

23) Por otra parte, la demandante también apela en lo que refiere 

al pago de las costas de la causa en primera instancia solicitando, también 

específicamente como petición concreta, que sea condenada la demandada a 

soportar dichas costas pues fue completamente vencida en juicio o que se 

exima  a  su  parte  del  pago  de  las  mismas  atendido  que  tuvo  motivos 

plausibles para litigar. Asimismo, solicita que se condene a la demandada al 

pago de las costas que se devenguen por el recurso intentado. 

24) Que es menester hacer un análisis detallado, pues atendido el 

contenido  del  recurso  de  la  parte  demandante,  unido  al  rechazo de  los 

recursos intentados por  la  parte  demandada, esta  Corte  estima prudente 

confirmar la configuración de los elementos de la responsabilidad civil del 

Servicio, según se desprende de la sentencia recurrida que, en definitiva, 

sostiene  la  negligencia  del  servicio  en  la  adecuada  atención  del  menor 

Maximiliano Gutiérrez Bello, lo cual provocó directamente las secuelas físicas 

y psicológicas que constan en el expediente.  
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25) Que sobre el particular, y según ha mencionado invariablemente 

la jurisprudencia, la falta de servicio se presenta como una deficiencia o mal 

funcionamiento del mismo en relación a la conducta normal que se espera de 

él.  Concurre  cuando  el  servicio  no  funciona  debiendo  hacerlo  y  cuando 

funciona irregular o tardíamente, operando así como un factor de imputación 

que  genera  la  consecuente  responsabilidad  indemnizatoria,  conforme  lo 

dispone expresamente el artículo 42 de la Ley Orgánica Constitucional de 

Bases Generales de la Administración.

26) Que en adición a lo señalado, conviene tener presente que la 

Ley N°19.966, que establece un régimen de garantías en salud, establece en 

el inciso primero de su artículo 38 que “Los órganos de la Administración del  

Estado en materia sanitaria serán responsables de los daños que causen a  

particulares por falta de servicio”. Agregando en su inciso segundo que “El 

particular deberá acreditar que el daño se produjo por la acción u omisión del  

órgano, mediando dicha falta de servicio”.

27) En  cuanto  al  inciso  primero  citado,  este  consagra  la 

responsabilidad del Estado por falta de servicio en materia sanitaria, y en 

cuya  virtud  la  doctrina  moderna  ha  señalado  que  “del  estudio  de  las 

sentencias que condenan al Estado a una indemnización por falta de servicio  

se  sigue  que  en  todas  ellas  subyace  la  idea  de  falta,  ineficiencia  o  

desproporcionalidad del  servicio,  una actuación fallida o defectuosa de la  

Administración que constituye la causa directa de la lesión sufrida por el  

administrado”  (Álvaro  Vidal  Olivares,  Responsabilidad  Civil  Médica, 

Cuadernos Jurídicos de la Academia Judicial, ediciones DER, 2018, p. 94).

28) Ahora bien, en cuanto al inciso segundo citado, la Excelentísima 

Corte Suprema, considerando el tenor del mismo, ha señalado que “(…) la 

responsabilidad del Estado por falta de servicio en materia sanitaria requiere  

que la  parte  demandante acredite  debida  y  fehacientemente,  entre  otras  

exigencias,  que  el  daño  cuyo  resarcimiento  demanda  deriva,  precisa  y  

necesariamente, de la falta de servicio que sirve de sustento a la acción  

intentada”  (véase  ECS,  Rol  N°  34225-2017,  de  29  de  junio  de  2018, 

considerando décimo), exigencia que según se desprende de la sentencia 

recurrida  así  como  del  considerando  31  siguiente,  se  encuentra 

suficientemente satisfecha.
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29) Pues bien, en lo referente al quantum de la indemnización, para 

fundar su recurso el recurrente invoca, además de las circunstancias fácticas 

de vida de los demandantes (Sra. Jocelyn del Carmen y el menor Maximiliano 

Gutiérrez Bello), doctrina y jurisprudencia pertinente al caso, el artículo 2329 

del  Código Civil,  norma a  partir  de  la  cual  se  desprende el  principio de 

reparación integral del daño en sede extracontractual, enfatizando en que la 

indemnización  determinada  por  el  fallo  recurrido,  en  lo  referente  a  la 

existencia  de  daños morales,  no considera especialmente el  denominado 

“perjuicio  de  agrado”,  que  entiende  como “toda  merma  o  perdida  de  la 

ventajas que ofrece la vida, o privación de los agrados normales de la vida,  

afectando  aspectos  tales  aspecto [sic]  espiritual,  de  relación,  artística, 

profesional, deportiva, de esparcimiento, sexual, social, etc”.

30) Que, sin perjuicio de lo mencionado por la recurrente, es dable 

tener  presente  que,  según  se  ha  pronunciado  la  Excelentísima  Corte 

Suprema,  el  daño  moral  debe  ser  entendido  en  términos  amplísimos, 

incluyendo en él  las lesiones corporales y las pérdidas de oportunidades, 

entre otras cosas.

En efecto,  la Corte Suprema ha resuelto que “el daño moral se ha 

entendido como el  pesar,  dolor  o molestia que sufre una persona en su  

sensibilidad física o en sus sentimientos, creencias o afectos. Si atendemos 

al  concepto,  éste  abarca  no  sólo  las  lesiones  a  bienes  de  la  

personalidad, lo que en estricto rigor constituye daño moral, sino que  

además  quedan  comprendidos  las  lesiones  corporales,  la  aflicción  

psicológica y la pérdida de oportunidades para disfrutar de la vida. De 

esta manera y considerando la lesión de un interés jurídicamente relevante,  

se puede llegar a la compensación del daño no patrimonial no sólo por el  

dolor o sufrimiento que se padece. Sobre esto, la visión reduccionista del  

daño moral ya ha sido superada, asentándose en la actualidad que el daño 

extrapatrimonial protege más allá incluso del pretium doloris, que es sólo una 

especie  del  mismo.  Así,  si  la  víctima  ha  sufrido  un  daño  corporal  

(biológico-fisiológico y estético) o un daño a la dignidad humana o a  

otros derechos de la  personalidad,  debe ser  indemnizada por daño  

moral,  (Marcelo  Barrientos  Zamorano.  Del  daño  moral  al  daño 

extrapatrimonial: la superación del pretium doloris. Rev. Chilena de Derecho,  

Abr. 2008, Vol.35, N°1, p.85-106. ISSN 0718-3437). En esta misma línea, la  
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profesora Carmen Domínguez Hidalgo,  explica que la  definición de daño  

moral debe ser lo más amplia posible, incluyendo todo daño a la persona 

en sí  misma (física-psíquica),  como todo atentado contra sus intereses 

extrapatrimoniales, esto es como todo menoscabo en un bien no patrimonial  

o a un interés moral por quien se encontraba obligado a respetarlo, ya sea en 

virtud de un contrato o de otra fuente” (véase ECS, sentencia Rol N° 12048-

2013, de 27 de noviembre de 2014, considerando octavo).

31) Que  en  atención  al  concepto  amplio  empleado  por  la  alta 

Magistratura, esta Corte concuerda con lo planteado por el recurrente, en 

tanto el  fallo  recurrido no considera en  toda su extensión el  daño moral 

causado a los demandantes, el cual se acreditó con la abundante probanza 

rendida en juicio, como son (i) los informes periciales, médicos y psicológicos, 

que  sustentan  las  graves  alteraciones  de  las  condiciones  físicas  y 

psicológicas que aquejan al menor Maximiliano Gutiérrez Bello (véase fojas 

274 y 283); y la alteración de las condiciones psicológicas de la Sra. Jocelyn 

del Carmen (véase fojas 277 vuelta); (ii) la prueba testimonial de la parte 

demandante, cuyos testigos están contestes en acreditar las condiciones de 

vida en las que se desenvuelven los actores, así como la negligencia con la 

que actuó la  demandada en  los  eventos que rodearon al  nacimiento del 

menor Maximiliano (véase fojas 169 y siguientes); (iii) la abundante prueba 

documental,  que  acredita  las  condiciones  de  servicio  que  rodearon  al 

nacimiento  del  menor  Maximiliano  Gutiérrez  Bello,  y  las  dificultades 

devenidas de la ciencia médica para obtener una esperanza favorable de 

vida, considerando además que no se practican las operaciones quirúrgicas 

(trasplante de intestino) necesarias para ello en el país. 

32) Que  esta  Corte  no  desatiende,  al  igual  que  la  sentencia 

recurrida, la probanza aportada por la demandada, en cuya virtud esa parte 

estima  que  no  existió  negligencia  en  la  atención  del  menor  Maximiliano 

Gutiérrez Bello.  Sin embargo,  como ya se ha mencionado, y  atendido el 

escueto y contradictorio tenor de los recursos intentados por la demandada, 

ésta  más bien  no está  de  acuerdo con la  conclusión a  la  que arriba la 

sentencia  de  primera  instancia,  pues  no  indica  de  manera  específica  (o 

siquiera  en  algún  grado  identificable)  antecedente  alguno  que  permita 

desvirtuar indudable y completamente las conclusiones a las que arriba la 
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sentencia,  que  se  sustentan  en  todas  las  probanzas  citadas  en  el 

considerando anterior, entre otras.

33) Que, en lo referente a la enmienda de la condena en costas y la 

imposición de las mismas (de primera y segunda instancia) a la demandada, 

esta Corte es del parecer de rechazar el recurso intentado en esta parte, toda 

vez que la demandada tuvo motivos plausibles para litigar. 

34) En suma, y por las consideraciones expuestas, esta Corte es del 

parecer de acoger la apelación interpuesta por la demandante en los términos 

específicamente señalados en sus peticiones concretas, únicamente en lo 

referente a elevar la cuantía de la suma indemnizatoria a $100.000.000 para 

el menor Maximiliano Gutiérrez Bello y $20.000.000 para la Sra. Jocelyn del 

Carmen, ambas sumas se reajustarán conforme a la variación del Índice de 

Precios al Consumidor a contar de la fecha de interposición del recurso y 

devengarán  intereses  corrientes  desde  que  la  presente  sentencia  quede 

ejecutoriada hasta el pago efectivo.

35) Conviene  señalar  que  dicha  cifra  se  asemeja,  sin  llegar  a 

identificarse atendido las particularidades del caso, con otras causas en las 

cuales  los  demandantes  sufrieron  una  disminución  de  sus  habilidades  o 

aptitudes  físicas  permanentes,  lo  que  provocó,  asimismo,  afecciones 

psicológicas evidentes. 

En  ese  sentido,  a  fin  de  afirmar  el  quantum de  la  indemnización 

concedida por esta Corte, se tiene presente (i) el caso citado por la parte 

demandante y recurrente de autos, en que se condenó al Servicio de Salud 

Llanquihue, Chiloé y Palena, entre otros, a pagar una suma de $100.000.000 

al  actor de dicha causa, quien a sus 54 años sufrió la  extirpación de su 

miembro genital con las evidentes consecuencias físicas y psicológicas del 

caso (véase ICA Puerto Montt,  sentencia Rol  N° 116620-2003,  de 22 de 

febrero de 2005, confirmada por la ECS, sentencia Rol N° 1277-2005, de 9 de 

enero de 2007); y (ii) el caso resuelto por la Excelentísima Corte Suprema en 

que resolvió condenar al Hospital Base de Linares al pago de una suma de 

$120.000.000  por  su  responsabilidad  en  las  consecuencias  neurológicas 

irrecuperables  que  sufriera  una  menor  como  consecuencia  de  asfixia 

neonatal mal atendida (véase ECS, sentencia Rol N° 5225-2018, de 11 de 

marzo de 2019).

Se resuelve:
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I. Que se rechaza el recurso de casación en la forma deducido por 

la parte demandada en primer otrosí de su presentación.

II. Que se confirma la sentencia apelada de diecinueve de julio de 

dos mil dieciocho, escrita a fojas 321 y siguientes, con declaración que se 

eleva la cuantía de la suma indemnizatoria a $100.000.000.- para el menor 

Maximiliano Gutiérrez Bello y $20.000.000.- para la Sra. Jocelyn del Carmen, 

ambas sumas se reajustarán conforme a la variación del Índice de Precios al 

Consumidor a contar de la fecha de interposición del recurso y devengarán 

intereses  corrientes  desde  que  la  presente  sentencia  quede  ejecutoriada 

hasta el pago efectivo.

III. Que se confirma, en lo demás apelado, la referida sentencia.

Regístrese y devuélvase.

Redacción del Abogado Integrante Matías Mori Arellano.

Rol Civil-12821-2018.

Pronunciada por la Octava Sala de esta Ilustrísima Corte de Apelaciones de 

Santiago, presidida por la Ministro Sra. Mireya López Miranda e integrada por 

el Ministro Sr. Tomás Gray Gariazzo y el Abogado Integrante Sr. Matías Mori 

Arellano.  No  firma el  Abogado Integrante  señor  Mori,  no  obstante haber 

concurrido a la vista y al acuerdo del fallo, por encontrarse ausente.
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Pronunciado por la Octava Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Mireya Eugenia Lopez M.,

Tomas Gray G. Santiago, treinta de agosto de dos mil diecinueve.

En Santiago, a treinta de agosto de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 07 de abril de 2019, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antartica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl.
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